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Brignoni Mártir, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

 El 13 de mayo de 2016, Francisco Rodríguez Ruíz (señor 

Rodríguez Ruíz o el Recurrente), actualmente confinado en la 

Institución Correccional de Guayama 945, presentó ante nos, por 

derecho propio, un escrito intitulado “recurso de certiorari”, el cual 

atenderemos como un recurso de revisión administrativa, por ser lo 

procedente en derecho. Mediante su escrito, el Recurrente nos 

solicita que se revoque la determinación emitida el 5 de abril de 

2016, por el Departamento de Corrección y Rehabilitación (el 

Departamento). El Departamento determinó que el Recurrente 

arrojó positivo a sustancias controladas. En consecuencia, se le 

suspendió del privilegio de visita y comisaría en cuatro (4) 

ocasiones y se le aumentó el nivel de custodia.    

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Resolución recurrida.    
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-I- 

 El 26 de febrero de 2016 se le suministró al señor Rodríguez 

Ruíz la prueba toxicológica, la cual arrojó positivo a sustancias 

controladas, específicamente, a THC/marihuana. Así pues, el 29 

de febrero de 2016, se cumplimentó el Informe de Querella de 

Incidente Disciplinario (Q-216-16-0033), en el que se le imputó al 

Recurrente el acto prohibido 129 – posesión, introducción, uso, 

venta o distribución de narcóticos, sustancias controladas, o 

drogas y/o la posesión, fabricación, o introducción de materiales 

asociados con el uso ilegal de sustancias controladas, sin 

autorización médica, o su tentativa.   

 Así, pues, el 5 de abril de 2016, se celebró la Vista 

Disciplinaria ante la Oficial Examinadora Ayleen Carrión 

Maldonado. Luego de celebrada la misma, se encontró en incurso 

al Recurrente por los hechos imputados en la Querella Q-216-16-

0033.   

 En desacuerdo con lo determinado, el 6 de abril de 2016, el 

Recurrente presentó Reconsideración, en la que alegó que la vista 

celebrada no fue conforme al Reglamento Núm. 7748 y en 

contravención al debido proceso de ley.  Luego de acogida la 

misma, el 21 de abril de 2016, el Departamento emitió 

Determinación mediante la cual declaró No Ha Lugar la 

Reconsideración presentada.   

 Inconforme, el 13 de mayo de 2016, el señor Rodríguez Ruíz 

presentó el recurso de revisión administrativo que nos ocupa.  En 

el mismo, señaló la comisión de los siguientes errores: 

Erró la agencia y los funcionarios, 

la Sra. Ayleen Carrión en declarar la 
querella culpable en el inciso (14) 

hechos probados, que arrojé positivo a 
opiáceos y cocaína, cuando claramente 
se ve que en el resultado arrojo positivo 

a THC/marihuana. 
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Erró la examinadora de vista 
disciplinaria en especular en el inciso 

(14) determinación de hechos sin verse 
una vista disciplinaria como lo estipula 

el reglamento disciplinario expresa y da 
por hecho probado que yo Francisco 
Rodríguez Ruíz, borré un escrito en 

computadora sin hacer una 
investigación como lo estipula el debido 
proceso de ley.  

 
Err[aron] los funcionarios de la 

agencia de la Administración de 
Corrección al tener conocimiento y no 
actuar conforme a la prueba señalada 

por el Sr. Francisco Rodríguez Ruíz, 
nombre de los funcionario[s] que 

tuvieron conocimiento del proceso, el 
oficial Erick Suren Padilla número placa 
12852, la sociopenal Zinnia Zambrana[,] 

la examinadora Sra. Ayleen Carrión y 
oficial de reconsideración Efrén Castro 
Rosario.   

 
 Examinado el recurso presentado ante nuestra 

consideración, emitimos Resolución mediante la cual solicitamos a 

la Oficina de la Procuradora General presentarnos su posición en 

cuanto al recurso presentado.  En cumplimiento con lo ordenado, 

el 1 de agosto de 2016, el Departamento de Corrección, por 

conducto de la Oficina de la Procuradora General, presentó Escrito 

en Cumplimiento de Resolución.   

-II- 
  

La Administración de Corrección está obligada a velar para 

que los miembros de la población correccional reciban un trato 

digno y humanitario con el propósito de propiciar la rehabilitación 

de éstos a fin de fomentar su reincorporación a la sociedad. 3 

LPRA Ap. XVIII Ap. 2. El Reglamento Disciplinario para la Población 

Correccional (“Reglamento Disciplinario”), Reglamento 7748 de 23 

de septiembre de 2009, se aprobó con el propósito de mantener un 

ambiente de seguridad y orden en las instituciones del país. Este 

permite que las autoridades penitenciarias tengan un mecanismo 

flexible y eficaz al imponer medidas disciplinarias a aquellos 
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confinados que por su comportamiento incurren en violaciones a 

las normas y procedimientos establecidos en la institución.    

Este Reglamento establece la estructura del aparato 

disciplinario encargado de la implantación de normas y 

procedimientos que garantizan el debido proceso de ley para todas 

las partes envueltas. Introducción, Reglamento 7748.  

En este contexto, la Regla 6 del Reglamento Disciplinario, 

supra, establece los actos prohibidos y su escala disciplinaria de 

severidad. Según la citada Regla, existen dos niveles de severidad, 

Nivel I y Nivel II. En lo aplicable, el nivel I de severidad 

comprende:    

Actos o tentativa de actos prohibidos, 
como los tipificados en el Nuevo Código 
Penal del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico como delito de Primer (1) a Tercer (3) 
grado, o en las leyes especiales.  Incluye 

además, violaciones administrativas, que 
por su propia naturaleza o magnitud 
constituyen un riesgo o amenaza a la 

seguridad, la disciplina o el ambiente 
institucional o violaciones a las 
condiciones de cualquier Programa de 

Desvío y Comunitario. 
 

Al respecto, el Código 129 de este Reglamento, está 

comprendido dentro del nivel I de severidad.  El referido Código 

dispone lo siguiente:   

129.  Posesión, introducción, uso, venta o 
distribución, de narcóticos, sustancias 

controladas, o drogas, y/o la posesión, 
fabricación, o introducción de materiales 
asociados con el uso ilegal de sustancias 

controladas, sin autorización médica o su 
tentativa – Se prohíbe la posesión, 

introducción, uso, distribución o venta de 
narcóticos, sustancias controladas, 
drogas, estupefacientes o medicamentos 

sin receta médica, o cualquier sustancia 
que produzca algún tipo de euforia, 
excitación, impavidez, serenidad o calma 

en la persona.   
Incluye además, la posesión, introducción, 

uso, distribución o venta de materiales 
asociados con el uso ilegal de sustancias 
controladas sin autorización médica.      
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     Por su parte, la Regla 7 del citado Reglamento establece las 

sanciones disciplinarias para los niveles de los actos prohibidos. A 

tales efectos, el inciso (E) de la citada Regla, dispone como sanción 

para actos prohibidos Nivel I, la privación de privilegios.  Añade, 

que este tipo de sanción puede incluir la privación de: la compra 

en la Comisaría, recreación activa, visita, actividades especiales y 

cualquier otro privilegio que se le conceda en la institución.    

Por otro lado, el Reglamento Interno para la Administración 

de Pruebas para Detectar el Uso de Sustancias Controladas en la 

Población Correccional del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (Reglamento Interno) del 29 de marzo de 2015, 

“establece un procedimiento uniforme para la administración de 

pruebas para detectar el uso de sustancias controladas en la 

población correccional y a toda persona convicta que esté bajo la 

custodia del Departamento de Corrección y Rehabilitación.” 

Artículo II del Reglamento Interno, pág. 2. Por ello, el precitado 

Reglamento faculta al Departamento a efectuar pruebas a toda la 

población correccional cuando se estime necesario.  Artículo VII del 

Reglamento Interno, pág. 11.   

En cuanto a las pruebas toxicológicas rápidas, el Art. V del 

Reglamento Interno dispone que las mismas consisten de una 

“prueba portátil limitada para resultados cualitativos, positivos o 

negativos, que provee resultados inmediatos.” Artículo V del 

Reglamento Interno, pág. 9. En específico, del miembro de la 

población correccional estar de acuerdo con los resultados 

obtenidos, éste debe cumplimentar el documento de “Resultados 

de Pruebas Toxicológicas” (DCR-SCDSC-0004), el cual además de 

su firma, incluirá fecha, hora de la muestra  resultado. Artículo VII 

(B) (14) del Reglamento Interno, pág. 19. 

 Ahora bien, del miembro de la población correccional estar 

en desacuerdo con el resultado de la muestra, éste podrá solicitar 
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inmediatamente una prueba de corroboración, mediante el 

formulario “Solicitud para Corroboración de Muestra de Prueba 

Toxicológica Rápida” (DCR-SCDSC-0007).  El costo de la prueba de 

corroboración será responsabilidad del miembro de la población 

correccional y no se aceptará ninguna otra muestra para refutar el 

resultado de la muestra tomada originalmente. Artículo VII (B) (15) 

del Reglamento Interno, pág. 19. Incluso, del confinado no estar de 

acuerdo con el resultado, pero se negare a pagar la corroboración, 

prevalecerá el resultado original. Artículo VII (B) (16) del 

Reglamento Interno, pág. 20. 

En aquellos casos en que las pruebas arrojen resultados 

positivos, las mismas serán presentadas ante el Comité de 

Clasificación y Tratamiento para estructurar un nuevo plan 

institucional, incluyendo evaluación de la custodia, traslado 

cuando proceda y referimiento a los Módulos de Tratamiento.  Esta 

misma sección dispone, además que podrá radicársele querella 

administrativa al miembro de la población correccional, según 

dispone el Reglamento Disciplinario para la Población 

Correccional.  Articulo XII (3) del Reglamento Interno, pág. 31.  

Por último, es norma firmemente establecida en el ámbito 

administrativo que los tribunales apelativos deben conceder una 

gran deferencia a las decisiones que dictan las agencias, toda vez 

que éstas cuentan con conocimiento especializado en los asuntos 

que les han sido encomendados y vasta experiencia en la 

implantación de sus leyes y reglamentos.  Empresas Loyola v. Com. 

Ciudadanos, 186 DPR 1033, 1041 (2012); véanse también, Asoc. 

FCIAS v. Caribe Specialty II, 179 DPR 923, 940 (2010); Camacho 

Torres v. A.A.F.E.T., 168 DPR 66 (2006). Por ello, la revisión 

judicial de las decisiones de los foros administrativos se limita a 

examinar si la actuación de la agencia es arbitraria, ilegal o tan 

irrazonable que constituye un abuso de discreción. Torres v. Junta 
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Ingenieros, 161 DPR 696, 708 (2004). Por consiguiente, la revisión 

judicial de una decisión administrativa se circunscribe a 

analizar: (1) si el remedio concedido fue razonable; (2) si las 

determinaciones están sostenidas con evidencia sustancial; y (3) si 

erró la agencia al aplicar la ley. Asoc. FCIAS v. Caribe Specialty II, 

supra, pág. 940.    

Ahora bien, aunque la norma establecida es que las 

decisiones de las agencias administrativas se presumen correctas y 

gozan de la mayor deferencia por los tribunales, la reconocida 

deferencia judicial cede cuando la actuación administrativa es 

irrazonable o ilegal y ante interpretaciones administrativas que 

conduzcan a la comisión de injusticias. Asoc. FCIAS v. Caribe 

Specialty II, supra, pág. 941.     

Ello requiere que quien impugne la decisión administrativa 

presente evidencia suficiente que persuada al tribunal revisor de 

que la evidencia en la cual se apoyó la agencia, no fue 

sustancial. Borschow Hosp. v. Jta. de Planificación, 177 DPR 545 

(2009). Esto es, evidencia relevante que derrote la presunción de 

validez de la que gozan las mismas y no descanse en meras 

alegaciones. Vélez Rodríguez v. A.R.P.E., 167 DPR 684, 693 (2006); 

véase también, Ramos Román v. Corp. Centro Bellas Artes, 178 

DPR 867 (2010).     

-III- 
 
 En el presente recurso, el Recurrente alega que erró la 

Oficial Examinadora al declarar que arrojó positivo a opiáceos y 

cocaína, cuando del resultado surge que solo arrojó positivo a 

THC/marihuana. Asimismo, en su tercer señalamiento de error, el 

Recurrente añade que el permitir que se corroboren las mismas, 

significa que la prueba falla. Añade que por no tener dinero para 

corroborar la prueba, ha sido penalizado y nuevamente reitera  que 

en la prueba toxicológica rápida del 26 de febrero de 2016, arrojó 
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positivo a THC/marihuana, mientras que se le acusa por haber 

arrojado positivo a opiáceos y cocaína.  

Ciertamente en la Resolución recurrida la Oficial 

Examinadora estableció que el Recurrente arrojó positivo a 

opiáceos y cocaína.  No obstante, de los documentos que obran en 

el expediente administrativo claramente se desprende que el señor 

Rodríguez Ruíz arrojó positivo solo a THC/marihuana y negativo a 

opiáceos y cocaína. Del examen integral de la prueba que obra en 

el expediente administrativo, podemos inferir que lo anterior 

claramente trata de un error de forma y que el mismo en nada 

altera la sanción impuesta al Recurrente, ni menoscaba sus 

derechos. Véase que el Reglamento Disciplinario para la Población 

Correccional, supra, en el código 129 dispone como acto prohibido 

la “posesión, introducción, uso, venta o distribución” de todo 

narcótico, sustancia controlada o droga. Es decir, el precitado 

código del Reglamento, no diferencia entre los tipos de sustancias 

controladas, ni impone sanciones distintas entre ellas. Por ello, 

enunciamos que el error alegado por el Recurrente no invalida el 

dictamen recurrido, ni la sanción impuesta. Aun así, procede que 

se corrija la Resolución recurrida en conformidad con el expediente 

administrativo en cuanto que el Recurrente arrojó positivo a 

THC/marihuana y no a opiáceos y narcóticos.  

En cuanto a los planteamientos del señor Rodríguez Ruíz 

sobre que se le ha penalizado por no tener dinero para corroborar 

los resultados de la prueba toxicológica rápida, colegimos que los 

mismos carecen de méritos. Según discutimos, el Reglamento 

Interno, supra, dispone que todo confinado que no esté de acuerdo 

con los resultados de una prueba toxicológica rápida deberá 

solicitar corroboración inmediatamente. Artículo VII (B) (15) del 

Reglamento Interno, supra. De igual modo, esbozamos que dicho 

Reglamento enuncia que la responsabilidad de sufragar la 
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corroboración es del confinado y que del miembro de la población 

correccional no pagar la misma, el resultado original es el que 

prevalece. Artículo VII (B) (16) del Reglamento Interno, supra.   En 

este caso, el expediente administrativo ante nuestra consideración  

revela que, a pesar del Recurrente haber alegado estar en 

desacuerdo con los resultados de las pruebas toxicológicas 

rápidas, hizo una marca en la hoja de Resultado de Prueba 

Toxicológica, indicando no interesar solicitar corroboración de la 

prueba. Incluso, el señor Rodríguez Ruíz firmó dicho documento en 

dos (2) ocasiones: justo al lado de la marca donde indica que no 

interesaba corroboración de la prueba y al final del documento, 

justo antes de la nota de apercibimiento de su derecho a 

corroboración.  Por tal razón, de conformidad a las disposiciones 

del Reglamento Interno, supra, prevalece el resultado de la prueba 

toxicológica rápida objeto de la presente controversia.  

 Por último, en su segundo señalamiento de error, el 

Recurrente arguye que la Oficial Examinadora de la vista 

disciplinaria erró al especular y determinar que borró un escrito en 

computadora, sin haber efectuado una investigación a estos 

efectos, faltando así al debido proceso de ley. Si bien es cierto que 

del dictamen recurrido surge que el Recurrente presuntamente 

alteró un documento, a éste no se le imputó acto prohibido, no se 

presentó querella en su contra ni se le sancionó en cuanto a este 

hecho. Por consiguiente, concluimos que dicho planteamiento 

carece de méritos, puesto que este hecho no fue objeto de la 

querella en controversia.    

Así pues, conforme todo lo antes expuesto, concluimos que 

la determinación recurrida fue dictada de conformidad con las 

disposiciones del Reglamento Disciplinario de la Población 

Correccional, supra y el Reglamento Interno para la Administración 

de Pruebas para Detectar el Uso de Sustancias Controladas en la 
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Población Correccional del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, supra.  En vista de ello, colegimos que la decisión 

del Departamento de Corrección y Rehabilitación no fue 

caprichosa, arbitraria, ni irrazonable, por lo que se confirma.   

-IV- 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, confirmamos 

el dictamen recurrido.   

Notifíquese. El Administrador de Corrección deberá 

entregar copia de esta Sentencia al confinado, en cualquier 

institución donde éste se encuentre. Notifíquese, además, a la 

Procuradora General.   

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


